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Exp: Q24/1727/12 

Sra. Alcaldesa-Presidenta 
Ayuntamiento de Binéfar  
Envío electrónico, destino ud. / ofic.: 
L01220612 / O00017360 

ASUNTO: Sugerencia sobre la imposibilidad de cesión de despacho o local a 

grupo político municipal. 

I. ANTECEDENTES 

PRIMERO.- Tuvo entrada en esta Institución escrito de queja que quedó 

registrado con el número de referencia arriba indicado. 

En dicho escrito de queja se hacía alusión, entre otras consideraciones, a lo 

que se transcribe a continuación: 

«Primero: Que con fecha de 5 de julio de 2023 se formula solicitud sobre cesión de 

un despacho del consistorio al grupo de (…) para poder realizar las labores 

institucionales que sean pertinentes de manera eficaz. 

Segundo: Que con fecha de 21 de junio de 2024 se recibe la Resolución nº 1267, 

expediente 1332754Y, con nº de salida del registro 2817/2024 por la que la 

Alcaldesa-Presidenta resuelve desestimar la solicitud formulada anteriormente en 

los siguientes términos: 

“Estudiadas las solicitudes formuladas y a la vista de la inexistencia de despachos 

en las oficinas municipales que puedan ponerse a su disposición para realizar las 

funciones que estimen convenientes relacionadas con las funciones de sus cargos 

de Concejales, resulta que no existen posibilidades de utilización de despachos en 

las dependencias municipales, dada la carencia general de espacios libres y que 

todos ellos se encuentran utilizados y son necesarios para albergar las distintas 

áreas y servicios municipales.”   

EL JUSTICIA DE ARAGÓN 

202500001854 
21 FEB 2025 

REGISTRO DE SALIDA 
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Tercero: Que en la resolución citada se señala expresamente que se notificará a las 

partes la resolución asimismo como la expresión de los recursos que procedan, 

extremo que en dicha resolución ha sido omitido, por lo que no se presenta el 

preceptivo pie de recursos contra la misma. 

Cuarto: Que con fecha de 24 de junio de 2024 se plantea recurso de reposición con 

nº de entrada 4711/2024 en el registro del Exmo. Ayto. de la Villa de Binéfar (…). 

Quinto: Que desde la interposición del recurso la Alcaldesa-Presidenta no ha dado 

trámite al recurso de reposición entendiendo esta parte que queda desestimado 

por silencio administrativo negativo y que no ha cumplido con la obligación legal 

de notificar expresamente el resultado de la calificación del mismo. (…)   

A los anteriores supuestos de hecho le son de aplicación los siguientes (...) 

Segundo: En lo referente a la forma, se plantea un defecto de forma en el propio 

documento debido a que las Administraciones públicas tienen la obligación de 

informar, cuando notifican un acto, sobre los recursos que proceden, el órgano 

ante quien han de interponerse y su plazo. 

El art. 40 de la Ley 39/2015 establece que toda notificación debe contener el texto 

íntegro de la resolución, con indicación de si pone fin o no a la vía administrativa, 

la expresión de los recursos que procedan, en su caso, en vía administrativa y 

judicial, el órgano ante el que hubieran de presentarse y el plazo para 

interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar, en su caso, 

cualquier otro que estimen procedente (…). 

Tercero: Que el artículo 27 del Reglamento de organización, funcionamiento y 

régimen jurídico de las entidades locales, aprobado por Real Decreto 2568/1986, 

de 28 de noviembre, dice (…). Asimismo el artículo 28 del mismo texto legal señala 

(…). 

Que en atención a todo lo anterior, la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha 

tenido ocasión de pronunciarse en varias ocasiones, concretamente en sus 

sentencias de 11 de junio de 1990 (Ar. 5385) y 8 de marzo de 1995 (Ar. 2359). En la 

primera de ellas se condena a un ayuntamiento a facilitar a un grupo político un 

local y determinados medios materiales y personales, por no resultar imposible 

para las posibilidades municipales el atender a las citadas peticiones, y en la 

segunda se desestima el recurso de un concejal que solicitaba le fuera asignado un 

local específico, pues hasta tanto se realizasen las obras necesarias, se ponían a su 

disposición otras dependencias municipales, acomodando su uso al horario de 

oficinas.(...)  

SOLICITANDO 
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Primero: Que se declare ineficaz la notificación de la resolución 1267/2024 de la 

Alcaldesa-Presidenta, así como la misma resolución por faltar a las solemnidades 

legales preceptivas por la ausencia del pie de recursos correspondiente. 

Segundo: Subsidiariamente que en atención a lo anteriormente expuesto La 

Justicia de Aragón dicte Resolución recordando la obligación en la medida de las 

posibilidades de la Alcaldía de ceder un local al grupo municipal (...) en la Casa 

Consistorial. 

Tercero: Que en caso de ser esta cesión imposible, se dicte Resolución motivada 

dando cuenta de las imposibilidades que se presentan para efectuar dicha cesión, 

a tenor de los fundamentos de derecho expresados y a la jurisprudencia citada. 

Cuarto: Que la Justicia de Aragón recuerde al Ayuntamiento la obligación de 

notificación que tienen las Administraciones Públicas de las resoluciones de su 

competencia, aunque sean desestimatorias, en el plazo previsto legalmente.» 

SEGUNDO.- Habiendo examinado el contenido del escrito de queja 

presentado, se resolvió admitir la misma a supervisión, y dirigirse por la 

Institución al Ayuntamiento de Binéfar con la finalidad de recabar 

información sobre la cuestión planteada en el mismo. 

TERCERO.- En contestación con lo solicitado por esta Institución, el 

Ayuntamiento de Binéfar nos remitió el siguiente informe técnico sobre las 

actuaciones en establecimiento: 

«En el mes de julio de 2023, una vez constituida la nueva Corporación tras las 

elecciones locales, los tres grupos de la oposición correspondientes a las 

formaciones (…), solicitaron disponer de sus propios despachos para realizar las 

tareas propias de su función institucional. 

Por aquellas fechas el nuevo equipo de gobierno estaba centrado básicamente en 

las tareas de organización interna. Hay que recordar que se trata de un gobierno 

de coalición entre tres formaciones, a saber: (…), entre las cuales se debían 

repartir las diferentes responsabilidades de gobierno en el mandato que estaba 

arrancando. Obviamente, ello añade cierta complejidad a la gestión toda vez que 

muchas de las decisiones, en la medida de lo posible, deben ser consensuadas entre 

tres formaciones diferentes. 

En cualquier caso, una vez celebrado el pleno organizativo a principios del mes de 

septiembre, el equipo de gobierno, entre otros asuntos, se puso a estudiar estas 

solicitudes, junto con otras solicitudes más relativas también al uso de diversos 

espacios municipales. Finalmente, con un considerable retraso que no podemos 
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por menos que reconocer y pedir las consiguientes disculpas, en junio de 2024 se 

resolvieron las tres solicitudes en sentido desestimatorio. 

Al abordar estos asuntos, este nuevo equipo de gobierno se encontró con que, 

efectivamente, el ayuntamiento, aparte de la casa consistorial, dispone de varios 

espacios en diferentes edificios repartidos por la ciudad y que albergan diferentes 

usos y servicios. Algunos albergan servicios municipales como puedan ser los 

destinados a las áreas de juventud, a las brigadas municipales o a la biblioteca por 

poner tres ejemplos. Otros están cedidos a otras administraciones que prestan 

servicios aquí como son los locales de la OCA del Departamento de Agricultura, de 

los servicios sociales de la Comarca, la propia sede comarcal o los servicios 

veterinarios del Gobierno de Aragón. Finalmente, otros están cedidos a diferentes 

colectivos y asociaciones que van presentando diferentes solicitudes a gestionar; 

pero en todos ellos la demanda supera las disponibilidades.  

Conocida esta situación, tras reubicar diferentes espacios en la Casa Consistorial 

y estudiar las diferentes opciones, se llegó a la conclusión de que no había espacios 

libres para poder ofrecérselos a los grupos municipales motivo por el que, como 

ya se ha dicho, las tres solicitudes de los grupos municipales fueron desestimadas. 

Una vez notificada la desestimación a los tres grupos municipales, el grupo 

municipal(...) presentó recurso de reposición que no ha sido contestado 

expresamente lo cual, a parte de ser recordado por dicho grupo en todas las 

sesiones plenarias que se han celebrado, ha dado lugar a esta queja al Justicia por 

la que se nos pide información. (…). 

En cuanto a los primeros, el fondo del asunto es que ante las solicitudes de 

despachos para los grupos municipales el equipo de gobierno las ha desestimado 

en base a “la carencia general de espacios libres y que todos ellos se encuentran 

utilizados y son necesarios para albergar las distintas áreas y servicios 

municipales” (sic.). Evidentemente la decisión, siendo como es desestimatoria, 

gustará menos a los solicitantes que si hubiera sido estimatoria, pero es la que 

toma el equipo de gobierno ante una facultad discrecional y la motiva en la 

inexistencia de espacios disponibles. 

(…) en la notificación se les ofreció el recurso de reposición como se acredita en la 

copia de la misma que se acompaña como documento anexo a este informe (...). 

Resulta muy de agradecer el interés manifestado por los recurrentes y es muy 

ilustrativo sobre como deberían hacerse las cosas a la hora de resolver en base 

potestades discrecionales, que no regladas. Si bien, al adentrarnos en terrenos 

como la “suficiencia” de una motivación puede resultar verdaderamente complejo 

dejar satisfecho a todo el mundo ya que dependerá del nivel de exigencia de cada 
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uno. Obviamente ese nivel de exigencia que nos reclama el grupo Cambiar Binéfar 

sería el óptimo y estaría dentro o, al menos, muy cerca de la excelencia. Por ello 

resulta un estímulo y una meta hacia la que dirigirnos y no podemos por menos 

que agradecérselo. 

Lamentablemente, siendo realistas, puede ser muy complicado alcanzar ese nivel 

de excelencia por más que pueda ser la guía a seguir. Y esa dificultad radica en 

que la necesidad de incorporar una justificación suficiente en los términos que aquí 

se nos demanda la tendríamos que extender a todas aquellas solicitudes de 

carácter discrecional que este ayuntamiento recibe y tramita, pues, de otra 

manera, estaríamos dando un trato diferente a unas sobre otras lo cual no encaja 

con los principios de igualdad y no discriminación a los ciudadanos que nuestra 

Constitución y las leyes de procedimiento y régimen jurídico establecen. Sobre las 

limitaciones que una administración como el ayuntamiento de Binéfar se 

encuentra, no ya para alcanzar niveles de excelencia como el que comentábamos, 

sino siquiera para conseguir realizar sus funciones con una mínima eficacia les 

puedo proporcionar algún dato: en el ejercicio 2024 este ayuntamiento ha 

registrado 12.487 solicitudes.  

(...), sin pretender por ello desmerecer en absoluto la legítima y comprensible 

preocupación puesta de manifiesto por el grupo municipal (...) en relación al 

asunto que nos ocupa. Simplemente las apuntamos para contextualizar el marco 

en el que se produce la resolución impugnada y la falta de resolución expresa al 

recurso presentado. 

Dicho todo lo anterior, no podemos por menos que expresar nuestras disculpas por 

las demoras en las contestaciones tanto a la solicitud inicial como al primer 

requerimiento del Justicia, así como por la falta de resolución expresa del recurso 

de reposición y también, por supuesto, por la insatisfacción que la escasa o escueta 

motivación haya podido producir (...).» 

II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

PRIMERA.- Es objeto de la presente resolución la queja formulada por el 

grupo político municipal, principalmente por dos motivos, por un lado, se 

alega que el Ayuntamiento no ha resuelto el recurso de reposición contra la 

resolución de Alcaldía que denegaba la petición de dotación de despacho o 

local para realizar las actividades propias como grupo político municipal. Por 

otro lado, se cuestiona dicha resolución municipal, en tanto entienden que ni 

concurre motivación suficiente ni prueba sobre la falta de disponibilidad de 

dependencias para su cesión al grupo municipal. 
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SEGUNDA.- En cuanto a la primera cuestión planteada, y como viene siendo 

argumentando en otras Sugerencias dictadas por esta Institución, en relación 

con reclamaciones o solicitudes que no han sido objeto de contestación por la 

Administración, es necesario dar cumplimiento a lo dispuesto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas y, en particular, en su artículo 21 que establece lo 

siguiente: “1.- La Administración está obligada a dictar resolución expresa en 

todos los procedimientos y a notificarla, cualquiera que sea su forma de 

iniciación… El plazo máximo en que debe notificarse la resolución expresa será el 

fijado por la norma reguladora del correspondiente procedimiento”. A tal fin el 

artículo 124 de la misma normativa establece que el plazo máximo para dictar 

y notificar la resolución del recurso será de un mes. 

Por lo tanto, como se infiere de esta normativa, la Administración viene 

legalmente obligada a resolver las peticiones y reclamaciones que se formulen 

por los interesados. Precisamente esta obligación sirve para garantizar al 

ciudadano que pueda instar la tutela judicial en defensa de sus legítimos 

intereses ante la jurisdicción contencioso-administrativa para hacer valer su 

pretensión. En el presente caso, ciertamente existiría una respuesta 

administrativa a la petición inicial (lo que podría permitir conocer algún 

motivo para una posible impugnación), pero ello no puede suplir que la 

Administración quede exonerada de cumplir con su deber de resolver el 

recurso de reposición dentro del plazo legalmente establecido. 

En este sentido, el Tribunal Supremo en Sentencia de 28 de mayo de 2020 

razona del siguiente modo: «(…) una vez agotado el plazo de resolución del 

recurso de reposición y, por ende, habiendo ya nacido el acto presunto (…) tal 

posibilidad impugnatoria que se abre, es claro, no deja de ser precaria, pues se ha 

de recurrir ese no-acto, tanto en sede administrativa o jurisdiccional, cuyo 

contenido es gravoso o adverso para su destinatario, pero que por su naturaleza 

ficticia está inmotivado; y no está notificado debidamente -porque no existe-; así 

como puede ser desplazado por un acto posterior expreso que irrumpa en la 

relación impugnatoria ya trabada para variar la argumentación, o incluso para 

estimarlo en parte o inadmitirlo (ver al respecto los artículos 21 a 24 de la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas-LPAC)». 

Como también refiere la Sentencia del Alto Tribunal de 17 de junio de 2021 

que: «...el silencio administrativo, tanto negativo como positivo, está establecido 

en beneficio del administrado, y, en consecuencia, es a él a quien corresponde 

utilizarlo para su conveniencia o desconocerlo cuando le perjudique. No le es lícito 



  

 Palacio de Armijo | Don Juan de Aragón, 7 | 50001 Zaragoza  7/10 
900 210 210 | eljusticiadearagon.es  

a la Administración beneficiarse del incumplimiento de su deber de resolver 

expresamente, porque hay, en efecto, un principio general del Derecho (expresado 

con distintas formulaciones en el artículo 115.2 de la Ley de Procedimiento 

Administrativo y en el artículo 1288 del Código Civil), según el cual ningún 

infractor puede alegar en su propio beneficio su incumplimiento de las normas, 

principio a través del cual se pretende introducir en el campo jurídico un valor 

ético. Y la diferencia de naturaleza entre el silencio negativo (que es una pura 

ficción en beneficio del administrado), y el silencio positivo (que provoca un 

auténtico acto administrativo) no les hace distintos a este respecto, ya que, en 

ambos casos, el silencio se ha producido por una conducta ilegítima de la 

Administración, que no puede redundar en su beneficio». 

TERCERA.- En cuanto al segundo de los motivos planteados en la queja, 

cabe señalar que el artículo 112 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de 

Administración Local de Aragón relativo al funcionamiento y los medios de 

los grupos políticos municipales, establece que: «Cada Corporación local, de 

conformidad a su Reglamento orgánico y en la medida de sus posibilidades, 

pondrá a disposición de cada grupo medios y locales adecuados». 

En similares términos se pronuncia el artículo 27 del Real Decreto 2568/1986, 

de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, 

Funcionamiento y Régimen Jurídico de las entidades locales: 

«En la medida de las posibilidades funcionales de la organización administrativa 

de la entidad local, los diversos grupos políticos dispondrán en la sede de la misma 

de un despacho o local para reunirse de manera independiente y recibir visitas de 

ciudadanos, y el Presidente o el miembro de la Corporación responsable del área 

de régimen interior pondrá a su disposición una infraestructura mínima de 

medios materiales y personales». 

Por su parte, el artículo 28 de este último Reglamento añade lo siguiente:  

«1. Los grupos políticos podrán hacer uso de locales de la Corporación para 

celebrar reuniones o sesiones de trabajo con asociaciones para la defensa de los 

intereses colectivos, generales o sectoriales de la población. 

2. El Presidente o el miembro corporativo responsable del área de régimen 

interior establecerán el régimen concreto de utilización de los locales por parte de 

los grupos de la Corporación, teniendo en cuenta la necesaria coordinación 

funcional y de acuerdo con los niveles de representación política de cada uno de 

ellos. 
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3. No se permitirá este tipo de reuniones coincidiendo con sesiones del Pleno o 

dela Comisión de Gobierno.» 

La interpretación que realiza el Tribunal Supremo de estos preceptos se halla 

en Sentencias como las de 19 de diciembre de 2001 con el siguiente tenor:  

«La lectura de ambos preceptos permite subrayar, como lo hace la sentencia 

impugnada, el distinto nivel de intensidad de uno y otro, pues mientras en el 

primero se establece una obligación imperativa de proporcionar locales a los 

concejales en la sede consistorial, solo subordinada a las posibilidades funcionales 

de la organización administrativa propia de la entidad local, en cambio en el 

segundo se regula una facultad de uso de los locales de la Corporación en el marco 

de la normativa de régimen interior que regule el uso de esos locales y teniendo en 

cuenta la coordinación funcional y la representación propia de cada grupo. 

Pero no es ésta la única diferencia. Así como al uso de los locales de obligada 

asignación en la sede municipal no se le impone limitación específica alguna, salvo 

la razonablemente genérica de que sean utilizados para las reuniones del grupo o 

para recibir visitas de ciudadanos, sin embargo el derecho a la utilización de los 

otros locales se restringe a la celebración de reuniones o sesiones de trabajo con 

asociaciones para la defensa de los intereses colectivos, generales o sectoriales de 

la población» 

Del mismo modo, cabe citar la Sentencia del Alto Tribunal de 21 de enero de 

2002, que expone: 

«El derecho a participar en los asuntos públicos y el derecho a acceder en 

condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, derechos consagrados 

en el artículo 23, aparatos 1 y 2, de la Constitución, que están a este respecto 

íntimamente ligados, incluyen el derecho al desempeño de las funciones o cargos 

públicos de acuerdo con lo previsto en la ley. Pero este derecho fundamental, como 

expresa el último inciso del artículo 23.2, es un derecho de configuración legal, 

correspondiendo, por tanto, a la ley el ordenar los derechos y facultades que 

corresponden a los distintos cargos y funciones públicas, delimitando así el ámbito 

del derecho fundamental, dentro siempre del respeto a su contenido esencial, como 

de una manera reiterada ha declarado el Tribunal Constitucional. 

Pues bien, el artículo 27 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y 

Régimen Jurídico de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 

2568/1986, de 28 de noviembre, sólo exige que los diversos Grupos Políticos 

dispongan de un despacho o local para reunirse de manera independiente y recibir 

visitas de los ciudadanos, así como de una infraestructura mínima de medios 

materiales y personales, siempre en la medida de las posibilidades funcionales de 

la organización administrativa de la Entidad Local.» 
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Por último, se hará mención a dispuesto en la Sentencia del Alto Tribunal de 

6 de noviembre de 2006:  

«No obstante, tales derechos estarían supeditados a las posibilidades funcionales 

de la organización administrativa de la entidad local, que podrían justificar la 

imposición de una restricción, limitación o minoración en la efectividad de su 

ejercicio. Ahora bien, entendemos que, al tratarse de unos derechos conectados 

directamente con el derecho fundamental de participación reconocido en el art. 23 

de la Constitución, tienen una protección especial que obliga a que cualquier 

circunstancia que determine un condicionamiento o limitación en su ejercicio deba 

quedar plenamente acreditada y justificada». 

De conformidad a la interpretación jurisprudencial,  la normativa no atribuye 

un derecho absoluto a la dotación de un despacho o local para que los grupos 

políticos municipales puedan realizar las funciones propias de su actividad, si 

bien la legislación aplicable parece partir de una premisa favorable al 

reconocimiento de este derecho.  

Como indica Ramón Salanova Alcalde (Manual sobre organización y 

funcionamiento de los municipios”, Colección Cátedra de Derecho Local, 

Universidad de Zaragoza y Gobierno de Aragón, Aranzadi, Madrid, 2011, pág. 

98):  

«parece lógico que los grupos políticos tengan a su disposición algún espacio y 

medios que lo faciliten. Dada la variedad de municipios, su nivel dependerá de las 

posibilidades de cada uno de ellos y de lo que acuerde el Ayuntamiento en el 

ejercicio de su potestad de autoorganización (artículo 112.3 LALA)».  

Del mismo modo, el autor citado añade lo siguiente:  

«a) medios materiales: Podrán hacer uso de locales de la Corporación local para 

celebrar reuniones o sesiones de trabajo. Si es posible, los diversos grupos políticos 

dispondrán en la sede municipal de un despacho o local para reunirse de manera 

independiente y recibir visitas de los ciudadanos y se pondrá a su disposición una 

infraestructura mínima de medios materiales ( 27 y 28 ROF; STS de 21 de enero 

de 2002). (STS 19 diciembre de 2001; STSJ Castilla y León de 8 de abril de 2006 

reconoce el derecho, al existir un despacho vacío no utilizado)»  

Por lo tanto, se debe hacer lo posible por favorecer la tarea a todos los grupos 

políticos y, por ende, se debe intentar remover cualquier obstáculo y buscar, 

dentro de las posibilidades existentes, soluciones y alternativas para que 

todos los grupos municipales cuenten con un espacio propio en el que poder 

ejercer su función representativa.  
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III.- RESOLUCIÓN 

Vistos los antecedentes de hecho y consideraciones realizadas, y en ejercicio 

de las facultades que a esta Institución confiere el artículo 22 de la Ley 4/1985, 

de 27 de junio, reguladora del Justicia de Aragón, se dicta Sugerencia para 

que el Ayuntamiento de Binéfar, valore:  

1º.- La procedencia de resolver expresamente el recurso de reposición 

presentado por los promotores de la presente queja, así como en lo sucesivo, 

y con carácter general, procure y arbitre los medios jurídicos y materiales para 

dictar, dentro de los plazos que la Ley marca, resolución motivada sobre las 

solicitudes y reclamaciones que cualquier ciudadano administrado presente o 

plantee. 

2º.- La posibilidad de dotar de un despacho o local municipal adecuado, para 

que los grupos políticos municipales puedan ejercer las funciones propias de 

su actividad, en cuanto existan medios disponibles para ello. 

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no superior 

a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia formulada, indicándome, 

en este último supuesto, las razones en que funde su negativa. 

En Zaragoza, a 13 de febrero de 2025 

 
Concepción Gimeno Gracia 

Justicia de Aragón 


